            

Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados sancionan con fuerza de

L  E  Y

ARTICULO 1º: Modifícase el Titulo III ´”ORGANO DE LA JUSTICIA DE FALTAS Y DEL PROCEDIMIENTO” Capitulo 1 “DE LOS FUNCIONARIOS”  del Decreto Ley 8031/73 (CODIGO DE FALTAS), que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 106: La jurisdicción y competencia originaria en materia de Faltas será ejercida por Jueces de Paz Letrados en sus respectivos partidos, y donde no existieren intervendrán los jueces de Primera Instancia en lo Criminal y Correccional, que al efecto serán “Jueces de Faltas”.

ARTICULO 2º: Incorpórase nuevo Artículo 107 al Decreto Ley 8031/73 (CODIGO DE FALTAS), que quedará redactado de la siguiente manera:

 “ARTICULO 107: Son funcionarios de la Justicia de Faltas el personal de la Policía, el personal Técnico de la Administración Pública de la Provincia, los que determinen las leyes especiales y los Municipios que como autoridad de comprobación adhieran al presente régimen.

ARTICULO 3º: Incorpórase nuevo artículo 108 al Decreto Ley 8031/73 (CODIGO DE FALTAS), que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 108: Los Municipios podrán intervenir en el procedimiento a través de personal propio, en carácter de auxiliar de la Justicia de Faltas e integrando a sus actuales dependencias o Direcciones de Inspección y/o Seguridad Urbana, los recursos materiales, económicos y nuevos agentes promoviendo la creación de la policía de Faltas o Contravencional.  

                                 Las facultades, funciones y competencias consagrados en este instrumento normativo son operativos sin necesidad de reglamentación.

ARTICULO 4º: Incorpórase nuevo artículo 109 al Decreto Ley 8031/73 (CODIGO DE FALTAS), que quedará redactado de la siguiente manera:

“ARTICULO 109: La Policía Contravencional  o de Faltas es un organismo exclusivamente civil y no armado dependiente del Departamento Ejecutivo Municipal y tendrá las siguientes facultades:

1. Competencia exclusiva en materia de poder de policía municipal.

2. Implementar programas, acciones y políticas preventivas en materia de seguridad ciudadana.

3. Incorporar personal o cuadros profesionales y administrativos que cuenten mínimamente  con el polimodal completo, salvo el personal preexistente o su reconversión al momento de la publicación de la presente.

4.  Coordinar las instancias de trabajo conjunto con la policía de la provincia de Buenos Aires, Ministerio Público, Órganos Judiciales, ONGs  con personería jurídica y competencia temática en prevención de delito.

5. Propender la capacitación periódica del personal, dotando de estímulos y jerarquización remunerativa o escalafonaria a la concreción de actividades formativas y de conocimiento.

6. Dotar a la repartición de espacio físico propio, administración de partidas presupuestarias, horas extras, bonificaciones, vehículos propios (su mantenimiento y reparación), y ello entre otros recursos para concretar los objetivos planteados.

7. Instruir a instancias del Juez Competente las causas en materia de faltas, y centralmente proveer la prueba ordenada en dichas actuaciones.

8. Convenir el traspaso de funciones administrativas conjuntamente con otras reparticiones públicas provinciales, y administrar los fondos que por impuestos por distintas tramitaciones (timbrados o sellos) surjan de las operatorias mencionadas. 

Las funciones enumeradas en el presente son estrictamente de carácter enunciativo, y sin desmedro de las facultades o competencias que establezcan las ordenanzas de cada Municipio.

ARTICULO 5º: Comuníquese al Poder Ejecutivo.-

FUNDAMENTOS.

Los tiempos institucionales contemporáneos han producido una revalorización de los municipios. Quizás existan distintas motivaciones, enfoques o intereses para ello pero lo cierto es que innegablemente constituye el primer peldaño de atención y contención a la ciudadanía.


La descentralización se transforma en  un instrumento apto para lograr mayores niveles de transparencia, control y operatividad en la ejecución de los fondos públicos, ello sumado a la necesidad de respetar y consagrar la necesaria autonomía, punto de partida y compromiso institucional impostergable a nivel Municipal.

Claro que sobre el diagnostico parecen existir coincidencias, fundamentalmente apreciadas por el reconocimiento histórico y revalorización de los municipios, que destaca –en esta materia- el Ejecutivo Provincial al remitir el mensaje de elevación a la Honorable Legislatura propiciando la Policía Comunal.


La nueva estructura policial tiene como único objeto deslindar responsabilidades propias del Poder Ejecutivo Provincial - como brindar el servicio de seguridad pública - en los Municipios, y sin marcos referenciales ni consensos a la vista, salvo las excepciones de las adhesiones públicas de los Intendentes –SOLO UN TERCIO- que suscribieron los convenios respectivos a la fecha.

        Se ha denunciado públicamente –y no existieron desmentidas categóricas- las presiones, incentivos y aprietes que los Jefes Comunales adhieran pero el Ministerio de Seguridad no ha puesto las mismas energías para descentralizar los recursos, y sí no es así y estamos en presencia de una panacea que soluciona la problemática por arte de magia destinando partidas presupuestarias, porqué no lo concretaron hasta la fecha o en su defecto deberán reconocer una política centralista a espaldas de las necesidades para brindar el servicio en cada distrito.

        La resolución del gobierno provincial en esta materia atomiza la toma de decisiones en un área con alta sensibilidad social, y donde la necesaria planificación puede estar ausente; contraponiéndose a los modelos de organización judicial y administrativos vigentes, es más contrariándolos flagrantemente por razones de competencia y materia. 

 
 Estamos en presencia de un retroceso más en función de la anhelada autonomía municipal, y la creación de esta figura profundiza el tratamiento desigual que han merecido los partidos del interior con respecto a los del conurbano bonaerense, dejando a los integrantes de la actual policía en los primeros, y reclutando nuevo personal para los segundos a través de la llamada Policía 2 también recientemente creada.

        Cabe consignar que la medida acarrea irritantes diferencias entre quienes adhieran a la ley y quienes no lo hagan, superponiendo mandos e instrucciones; finalmente, al no estar enmarcada en una verdadera política de seguridad pública, sino que es parte de resoluciones parciales que nadie sabe explicar como se articularán y por ende no puede representar una respuesta racional a la problemática planteada.

      
El análisis de las disposiciones normativas arrojan una innumerable cantidad de dudas e interrogantes, y si bien algunas fueron planteadas otras tienen que ver con la responsabilidad civil que podría surgir para los municipios por los eventuales perjuicios que pueden ocasionar el accionar de la nueva fuerza, y la consiguiente carga para los contribuyentes que soportarán la responsabilidad con un notable incremento de las Tasas municipales.


Párrafo aparte en coincidencia con lo planteado, merece destacarse la responsabilidad penal que podría caberle a los funcionarios municipales intervinientes, y ello ante su nueva competencia que surge de su rol de auxiliar de la justicia en esta materia, caso contrario sería interesante que los Intendentes pudieran contar con un instrumento normativo que los exima de las contingencias que podría generar la adhesión a la Policía Comunal.

 Centralismo = Fracaso

         Convengamos que queda demostrado que los programas de extraña jurisdicción, principalmente los generados con visiones “macro y generales” para la totalidad de los 135 distritos bonaerenses no logran los parámetros mínimos de eficiencia, y por consiguiente se frustran expectativas e instrumentos de políticas públicas necesarias para nuestros pueblos.


La nómina de programas vigentes que podrían ser objeto de una sana política de descentralización es importante, y podríamos hablar de temáticas de empleo, educación, capacitación e ingresos públicos entre otros. Lamentablemente la situación de concentración de los recursos en sede Ministerial, no solo no ha variado, sino que ha sufrido mayores retrocesos.


En materia de seguridad ciudadana asistimos a “reduccionismos o chivos expiatorios”  de coyuntura, generalmente para justificar una decisión gubernamental o para incriminar a terceros y no a los verdaderos artífices de 16 años de la responsabilidad y conducción Institucional en la materia.


Plantear que no existe un programa de gobierno integral en materia de seguridad pública parecería una obviedad, pero lamentablemente se padece el flagelo de la inseguridad diariamente en la provincia y a su vez no se condice con los recursos que dispone el estado al efecto.


Ciertos actores políticos y sociales reclaman la asignación de mayores recursos económicos, humanos y materiales a la fuerza policial, para la solución de la crisis de seguridad que sufre la Provincia de Buenos Aires (al igual que el resto del país), exigiendo conjuntamente la gestión parlamentaria para el  aumento de las penas a determinados delitos, y muchas veces en forma asimétrica son los resultados en la eficacia de dichas medidas.


Ninguno de ellos –tampoco el Estado- ha reparado que en lo concerniente a la cantidad de personal policial, la Provincia de Buenos Aires supera la media internacional de recursos humanos afectados proporcionalmente a la seguridad, ya que actualmente dispone de 3,11 policías por cada 100.000 habitantes, cuando países como Gran Bretaña dispone de 2,63 y Estados Unidos 2,71 funcionarios policiales por cada 100.000 habitantes; es más, si proyectamos la totalidad de los recursos humanos del Sistema de Seguridad Interior de nuestro país, esta proporción se eleva a 5,82 efectivos por igual cantidad de habitantes que la señalada.


En lo que respecta a los recursos económicos que el Estado invierte en el sistema de seguridad provincial, desde el año 1998 hasta el 2004, el presupuesto nunca fue inferior al 10% del total del presupuesto de la Provincia, superando lo asignado a áreas tan importantes como Salud y otros servicios públicos también indispensables y solo inferior a lo invertido anualmente en educación.

POLICIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

	Año
	Presupuesto

	1998
	816.005.310

	2000
	1.023.792.524

	2001
	1.241.200.000

	2002
	994.190.684

	2003
	1.068.371.659

	2004
	1.191.238.500



Este nivel de inversión, con recursos humanos superiores en número al de países con menores índices delictuales y mejores estándares de seguridad, que en lo económico se ha incrementado cerca de un cincuenta porciento (50%) su presupuesto entre el año 1998 y el 2004, sin que ello haya implicado la disminución a el constante crecimiento del delito, no hace más que demostrar que el principal problema de la inseguridad no es el declamado por el gobierno provincial ni los actores sociales, sino la falta  de relación entre los recursos invertidos y la baja productividad de éstos.

Políticas vigentes: Algunas estadísticas


Hacia fines del año 2002 los recursos efectivamente girados a las dependencias policiales eran magros, y al respecto detallamos los siguientes datos:

* Cada organismo del Ministerio de Seguridad cuenta con una caja chica. En lo que hace a los organismos que están en contacto con la problemática de seguridad frente a la sociedad, o sea las Comisarías, en el año 2003 recibían 1300 pesos mensuales, pero en ese año solo alcanzaron a recibir 6 cajas, o menos, cuando se debían recibir 12. En el año en curso la caja para administrar los gastos es de 2000 pesos.

* No existe operatividad alguna en los distritos de las “órdenes de provisión o suministro de compra”, para acceder a pagar repuestos, arreglos mecánicos o refacciones edilicias; entre otros conceptos es más elevado y la burocracia así está planificada para no dar respuesta, y los requerimientos duermen en las Departamentales y ni llegan al Ministerio.

* Los policías reciben en su salario un código denominado PRES de racionamiento. En el año 2002 se pagó solo siete meses, e implica una bonificación de $40 por hombre (oficiales, suboficiales y agentes), el resto de los cinco meses ???, a dónde fueron esas partidas ???... Estos datos parecerán poco atractivos quizás, pero parece que demuestran al decirlo conocimiento de la realidad institucional y también creo oportuno enmarcarlo en la necesidad de que el buen policía debe recuperar la autoestima, tarea que es contraria al fustigamiento gubernamental actual.

* PRES para detenidos; alimentación para los presos registran estas partidas un atraso de hasta dos meses y deben recibir colaboración de los municipios.

* La reposición de ropa, por rotura o desgaste es a cargo del personal.

* La asignación de las “horas cores” al personal, viene registrando una merma importante y hay una  clara discriminación –quizás lógica-, con respecto a las comisarías del interior provincial. Aproximadamente  un 20% menor la asignación que en semestre precedente.

* Los cargadores son provistos por el Ministerio, a razón de dos por año y por hombre. El arma reglamentaria es una 9 milímetros, por ende, le dan 60 balas por ejercicio  -cada cargador tiene 30 balas-, es decir que solo pueden “gastar 5 balas por mes”, un verdadero disparate.

* Todavía la gran mayoría de los patrulleros en circulación son los Monza modelo 1994, exceden todos 200.000 km., y ello implica una permanente erogación de repuestos, mantenimiento y mayor gasto de combustible. Su estado no sólo es deplorable por el mismo trajín cotidiano, y existe una pésima distribución por comisarías, sin conocerse prioridades o planificaciones, se otorgan por pedidos especiales o caprichos de dirigentes (Intendentes, Diputados, Foros), y no por responder a un criterio lógico poblacional o demanda por incremento delictual.

* Improvisado programa para agentes que deben cumplimentar los estudios secundarios; sin recursos para afrontar los mismos (por ejemplo: libros o artículos de librería), ni precisiones o contenidos programáticos. A pura voluntad y sin tener presente los regímenes horarios de trabajos (terciarios y la incompatibilidad horaria de clase). 

Las Seccionales policiales de la Provincia, en la actualidad, cumplen todo tipo de tareas. Al referirse a todo tipo de tareas, se las enumera de la siguiente manera:

a) TAREA JUDICIAL: Pese a la reforma del C. P. P.  de la Provincia de Buenos Aires del año 1998, donde se prevé la participación activa de la Unidad Fiscal en la Investigación Penal, con auxilio de la Policía Judicial, las Comisarías prosiguen con la misma tarea de instruir sumarios, y las únicas diligencias que no se efectúan en sede policial son las declaraciones indagatorias ( desde 1985 no se hacía), porque el resto se hace todo, desde la denuncia, hasta la investigación del hecho, identificación y de surgir aprehensión de los autores, requerimientos de allanamientos, etc..

La tarea judicial también abarca la instrucción completa de sumarios en los que resulten víctimas/imputados menores de edad con injerencia de la Justicia de Menores, y además la instrucción completa del sumario contravencional ( Ley 8031/73), en las que interviene la Justicia de Paz Letrada de cada Partido o Justicia Correccional donde existe asiento de departamento judicial.

Los plazos que establece el Código actual para la instrucción de causas penales, cuando existen aprehendidos, y con la reforma actual, cuando se comprueba la flagrancia, hacen que tarea policial y judicial sea prácticamente infrahumana.

b) TAREAS ADMINISTRATIVAS : La mayor parte de la tarea administrativa, emerge obviamente, de la tarea judicial. Ello se traduce en notificaciones de las Unidades fiscales, Fiscalías de Juicios; de los Juzgados de Garantías, de los Juzgados de Transición, de los Tribunales Orales, de las Cámaras de Apelaciones, Defensorías, ya sea a testigos, imputados, etc. Dicha tarea conlleva un registro en una oficina, un empleado que efectúa la citación y alguien que atiende al compareciente en la Seccional y lo notifica del mandato judicial.

Pero a más de las notificaciones ordenadas por los organismos de la Justicia Ordinaria, hay que contar los de las Justicia Federal, de Faltas, de otros Municipios, de la DGI, Banco Provincia, estudios de letrados, Juzgados Civiles, y cualquier organismo que necesite ubicar a alguien o efectuar una constatación, "utiliza" a la Policía.

Esta oficina de tramitación de expedientes es una de las patas importantes del sistema interno de la Seccional Policial.

Otra cuestión son las actas de choque, certificados de supervivencia y domicilio, que también se confeccionan en las comisarías provinciales, como, en menor cuantía, acompañamiento a oficiales de justicia, asistentes sociales de Poder Judicial, etc. a cumplir su tarea .

d) DETENIDOS: Un problema aún irresuelto en la Comisarías de la Provincia, que albergan cientos de detenidos, muchos de ellos con prisión preventiva, o salidos del sistema penitenciario a Comisaría, albergados en sitios inseguros, o sujetos con enfermedades infecto - contagiosas, hacinados, cuyo racionamiento la Provincia no paga, teniéndose conocimiento que en el año 2003 se pagó hasta septiembre, y que en el año actual se ha pagado enero únicamente. 

e) Este dinero se debe utilizar para librería, aseo del edificio, mantenimiento del mismo, arreglo o reparación de PC o máquinas de escribir, compra de libros de registros de causas, expedientes, horas extras, o lo que fuera, cuyo costo asciende a 50 pesos cada libro, fotocopias, etc., lubricantes, y filtros de móviles, o reparaciones necesarias que los vehículos requieran.

f) PREST DE PERSONAL POLICIAL: Este ítem lo percibe todo el personal policial, pero en el año 2003 se dejó de pagar a mitad de año, pese a estar previsto en el presupuesto provincial. Este dinero, que oscila entre

25 y 40 pesos por empleado es para pagar los gastos de ración cuando se halla trabajando. Durante el año 2004 no se ha percibido.

g) HORAS EXTRAS o CORES: Su valor es de 7 pesos la hora aproximadamente, y no sufre descuento. Los distritos del interior de la Provincia son "discriminados" por el Ministerio de Seguridad en la asignación de estas partidas, que son igual de necesarias para reforzar la seguridad en nuestros partidos. La falta de personal se suple con empleados policiales que cumplen horas extras en funciones tan variadas como cubrir áreas rurales, nocturnidad, fines de semanas largos en zonas turísticas; vías de accesos de esas zonas 

h) ARMAMENTO: No es un secreto que el armamento con que cuenta el personal policial es obsoleto, que a los nuevos ingresados les entregan, en parte, armas que han dejado quienes se han jubilado, o quienes han sido separado de la fuerza por algún motivo. Igual atención merece la provisión de proyectiles, cuya última entrega dataría del año 2000.

i) MOVILIDAD: Los nuevos vehículos entregados por el Ministerio, se mezclan con automóviles Monza, Chevrolet LUV, que poseen miles de kilómetros, con el material agotado, cuya repuestería es difícil de conseguir o sale mucho dinero (cubiertas, amortiguadores, carburador, etc.) careciendo el Ministerio de Seguridad de provisión de repuestos, cubiertas, lubricantes, etc.. 

Respecto de las exigencias por parte de las autoridades políticas para con el personal policial, se hacen las siguientes objeciones:

Cumplir con la educación polimodal es prácticamente imposible por que no existe un programa educativo que se adecue a los horarios tan singulares de una fuerza de seguridad.

Autoridades políticas o integrantes de los foros, y en forma imprevista; deberían asistir a un curso de reentrenamiento policial, y verían allí que es una burla a la sociedad.

Se paga un suplemento para uniforme, que obviamente se utiliza para otras necesidades, siendo prioritario que el Ministerio lo provea, para que la fuerza de seguridad posea una vestimenta adecuada e igual.

j) OTROS: En las Seccionales Policiales se venden timbrados fiscales por extravíos, choques, certificados de conducta, verificación de autos, y se retiene el 10 % por cada servicio adicional que cada policía hace. Toda esta recaudación se gira a la Provincia, propiciándose que ese dinero recaudado quede en cada Comisaría, dado que una vez ingresado a las arcas provinciales, "no" vuelve al municipio, pese a que salió del bolsillo de sus vecinos.  La retención del 10 % en los servicios adicionales, se dice es para equipamiento, etc., pero ello no se ve. En las comisarías del interior provincial, fundamentalmente en ciudades medianas de cerca de 40.000 habitantes la recaudación mensual periódica asciende a la suma de $ 1.500/2000.- aproximadamente.  

Mirar a los Municipios

Seguramente el análisis del presente proyecto generara los interrogantes lógicos en función de los datos estadísticos volcados oportunamente, y que seguimos actualizando hasta la fecha con estudios comparativos entre los recursos-gastos proyectados y su efectiva implementación o ejecución, sin obviar el correlato práctico de programas o mejoramiento de los servicios en la realidad cotidiana.

Nuestra propuesta –reiteración de la presentada en el año 2002 ante el Ministerio de Seguridad y los Foros de Seguridad de Chascomús- plantea la remisión de partidas “ociosas” en la actual estructura ministerial, y a su vez descentralizar funciones o servicios a las comunas sin que ello implique la delegación del poder de mando, responsabilidad y competencias del Ministerio a través de la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Hay que tener en cuenta tres extremos que grafican lo hasta aquí expuesto:

a) Al 31/12/01 el Ministerio de Seguridad (Policía) contaba con un presupuesto ejecutado de “ 1.012.000.000, y solo para el rubro personal insume la cifra de $ 858.823.000. Otras partidas “ociosas y no invertidas” son: 1) “Productos alimenticios, forestales y agropecuarios” $ 13.635.999, 2) “Mantenimiento, conservación y limpieza” $ 1.504.000, 3) “Pasajes y viáticos” $ 10.957.602 y 4) “Otros Servicios” $ 50.000.000, entre otros rubros y ejemplos es que podríamos abundar;

b) En el año 2002 el Ministerio gastó efectivamente $ 1.275.740 en Unidades Retributivas por Productividad y Eficiencia (URPES), y obviamente que este concepto debió ser destinado a personal administrativo, porque policía detenta otras bonificaciones (Cores O Polad), pareciendo en principio una inversión excesiva para el funcionamiento de la burocracia central; por la partida sub-principal pasajes y viáticos se gasto $ 229.089; por otros servicios –no muy aclarados salvo ceremonial- la partida gastada ascendió a $ 168.818, 28;

c) En cuanto al Presupuesto de la Departamental  Atlántica Norte en el mismo año citado, asciende a $ 26.683.062,53 compuesto a su vez por $ 23.446.227,33 en gasto de personal, $ 850.780 por bienes de consumo (vestuario, librería, farmacia, productos de limpieza, etc) y $ 2.386.055,20 en servicios no personales (energía, impuestos, alquileres, mantenimientos, etc).  

Por lo expuesto propiciamos declarar dos o más comunas como experiencia piloto, constituyéndose por Ordenanza Municipal un Consejo Preventivo de Seguridad Comunitaria, que administre un fondo permanente integrada por la remisión de partida ministerial, los recursos que periódicamente recauda cada dependencia policial y un aporte de origen municipal (por ejemplo porcentaje existente en partidas locales de Defensa Civil o idéntica denominación).

Las funciones estarían dadas por la normativa marco que para estos organismos establece la provincia, la regulación que prescriba la Ordenanza constitutiva y el distado de su reglamento interno, debiéndose hacer hincapié en las políticas públicas, programas y servicios de carácter preventivo, educacional y formación e información de los derechos y obligaciones en distintas temáticas de seguridad ciudadana. 

 El organismo contaría con dos instancias una ejecutiva, permanente y resolutiva integrada por el Intendente Municipal o funcionario en quien delegue su representación,  los distintos bloques deliberativos y los titulares de las dependencias policiales con asiento en el distrito; posteriormente una instancia plenaria del Consejo con representación de las entidades intermedias y Ongs, que acrediten personería jurídica o calidad de entidad de bien público municipal en la forma de estilo –Registro-, y determine un representante titular y suplente a los efectos de las deliberaciones.


Idéntica finalidad expuesta debe perseguirse mediante la necesaria modificación de la Ley de Seguridad Pública (N° 12.154), sancionada con fecha 15 de julio de 1998 durante la primera gestión en el Ministerio de Seguridad del Dr. León Arslanián, transcurridos seis años los hechos, las contradicciones y la impronta de su administración demuestran su fracaso que nos debe llevar a replantear las políticas públicas impulsadas en la actualidad.



No solo se carecen de precisiones de las reformas promovidas, sino que sostenemos que la batería legislativa propiciada constituye una “estrategia distractiva” hacia la sociedad similar a la impulsada por Arslanián en su etapa de la década del noventa, en donde se nos carga de anuncios y conferencias de prensa para esconder la falta de respuesta al “raid  delictivo cotidiano” y, por ende, enumerar las contradicciones del Ministro  sería sumamente tedioso.


Solamente nos remitiremos a formular dos consideraciones que merecen tener en cuenta para enfocar esta política de descentralización, a saber:

* La seguridad ciudadana es un deber indelegable e irrenunciable del gobierno provincial, encontrando fundamento en la misma normativa vigente impulsada por el Ministro, y específicamente reproducimos el artículo 2 de la Ley 12.154 que establece “La seguridad pública es materia de competencia exclusiva del Estado y su mantenimiento le corresponde al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires. La seguridad pública importa para los ciudadanos, el goce y ejercicio de sus derechos, libertades y garantías constitucionales”.

*En ese contexto planteado propiciar un nuevo marco normativo en materia de seguridad pública, alternativo al esgrimido por el oficialismo y respetuoso de las jurisdicciones municipales, sustentado en las disposiciones de la Ley Orgánica de las Municipalidades en cuanto a las atribuciones y deberes del Intendente Municipal (Art. 178- LOM). 

Serán los Jefes Comunales quienes a través de una Ordenanza Municipal tendrán la facultad de crear un Consejo Preventivo de Seguridad Comunitaria, y sus funciones estarán dadas por la normativa marco provincial para estos organismos, la regulación que establezca la Ordenanza constitutiva y su reglamento interno, debiéndose hacer hincapié en las políticas públicas, programas y servicios de carácter preventivo, educacional y formación e información de los derechos y obligaciones en distintas temáticas de seguridad ciudadana.

 La Policía Contravencional o de Faltas 

Del relato efectuado concretamos un diagnóstico de situación del servicio de seguridad ciudadana, las falencias de un traspaso de las obligaciones indelegables del Estado Provincial, y fundamentalmente la necesidad de descentralizar los recursos para activar políticas de prevención.

Para cumplir con dichos cometidos planteamos la creación de la Policía Contravencional, que cumplirá con tres objetivos centrales, a saber:

 a) Descongestionar las actuales funciones administrativas de las comisarías, reasignando el personal a las funciones de prevención o seguridad, y al efecto convenir el traspaso de funciones administrativas conjuntamente con otras reparticiones públicas provinciales (Registro de las Personas, Automotor, entre otros); Dichas funciones serán asumidas por personal municipal, en donde existen profesionales que dotarán de mayor control, seguimiento y legalidad a dichas actuaciones;   

b) Administrar los fondos que surgen por pago de impuestos ante diversas tramitaciones -timbrados o sellos- de las operatorias vigentes actualmente en comisaría, los recursos provenientes de la descentralización y los afectados por la propia jurisdicción municipal; para ello se creara una cuenta especial afectada a cumplimentar los objetivos planteados, bajo la supervisión y contralor de los organismos pertinentes;   

c) La instrucción de los sumarios y la etapa probatoria de las causas por faltas del Dec. Ley 8.031/73, y toda la actividad administrativa o procesal que ordene el Juez Competente en la materia, contando y afectando para ello con los recursos técnicos y profesionales de cada administración (Trabajadores Sociales, Psicólogos, Abogados, Médicos, entre otros). 

Falta de conocimiento de las realidades locales e ilimitadas consecuencias legales para los Municipios y sus funcionarios, hacen que la adhesión a la Policía Comunal haya fracasado en su implementación y ello al margen de los esfuerzos de boletines oficiales que difunden rúbricas de comunas que no implican compromiso con la temática que nos ocupa. Por ello propiciamos que los Municipios puedan tener un rol preponderante en materia de seguridad ciudadana, pero en el marco de la génesis histórica y constitucional que detentan más ligada a las cuestiones de menor cuantía o vecindad que al manejo de una fuerza policial armada propia, o constituirse de hecho en auxiliar de la justicia Criminal con las responsabilidades que esas medidas conllevan.

En esa línea de trabajo propiciamos que los Municipios puedan constituirse en auxiliares de los Jueces de Paz Letrados en los distritos, o de los Jueces Criminales o Correccionales en la aplicación y observancia de las disposiciones del Código de Faltas (Decreto Ley 8031/73), que prescribe conductas nocivas o disvaliosas para la sociedad –sin gravedad para llegar a constituir delitos- y que configuran “faltas o contravenciones”.

Surge por el contexto normativo aplicable que los Municipios puedan colaborar con los encargados de dirigir el procesos –los jueces ordinarios competentes en esta materia- y activar el procedimiento, pudiendo instruir con sus profesionales los sumarios y llevar a adelante la etapa probatoria, y posteriormente será el magistrado quien impondrá las penas de multa, comisos, clausura, inhabilitación o hasta de arresto según las distintas tipificaciones normativas consagradas.

Así lo ha entendido pacíficamente la Jurisprudencia en nuestra provincia, al referirse al procedimiento, principio de legalidad y al proceso en si de Faltas al sostener: “Las sanciones previstas en materia contravencional constituyen verdaderas penas tanto por su concepción jurídica –“mal amenazado primero y luego impuesto al violador de un precepto legal...”- como por su función –preventiva y retributiva- como por su alcance –privación de bienes jurídicos de diversa índole-. Y en tal sentido, deben necesariamente acatar el principio de legalidad, cualquiera sea la posición que se asuma respecto del carácter de las diferencias existentes entre los delitos y las contravenciones” (Cámara de Apelaciones y Garantías LP, P 91197- RSD- 38-98 S 18/6/1998).-

De esta manera descongestionamos las actuales funciones administrativas o instructorias de la Policía de la Provincia, con la convicción que los municipios cuentan con personal profesional técnico y profesional idóneo para recepcionar las denuncias, efectuar los sumarios, arbitrar la prosecución de los expedientes administrativos y –en definitiva- constituirse en auxiliar de la justicia ordinaria competente en esta materia.      

Por las razones expuestas solicitamos de los Señores Diputados la aprobación del presente proyecto de Ley. 
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